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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]LEY 2166 DE 2021 – Organismos de Acción Comunal – Capacidad contractual – Límites

El literal f) del artículo 16 de la Ley 2166 de 2021 faculta a los Organismos de Acción Comunal para celebrar contratos con entidades del Estado, empresas públicas y privadas del orden internacional, nacional, departamental, distrital, municipal y local, hasta por la menor cuantía, con el fin de impulsar planes, programas y proyectos acordes con los planes comunales y comunitarios de desarrollo territorial. La ley no fija un listado taxativo de bienes o servicios que estos organismos pueden suministrar o prestar. Su capacidad se determina por la concurrencia de su objeto y estatutos, la finalidad comunitaria que la ley les asigna, el límite de menor cuantía y la territorialidad dentro de la cual desarrollan sus actividades. 

LEY 2166 DE 2021 – Artículo 63 – Vinculación al desarrollo municipal – Remisión al artículo 141 de la Ley 136 de 1994

El artículo 63 de la Ley 2166 de 2021 permite que los Organismos de Acción Comunal se vinculen al desarrollo y mejoramiento municipal mediante la participación en el ejercicio de las funciones, la prestación de bienes y servicios o la ejecución de obras públicas a cargo de la administración central o descentralizada. Para la celebración de estos negocios jurídicos, el inciso primero de la norma remite al artículo 141 de la Ley 136 de 1994, que a su vez los sujeta a los artículos 375 a 378 del Decreto 1333 de 1986 y a la Ley 80 de 1993. Por ello, esta disposición no constituye por sí misma una habilitación autónoma para contratar directamente, y debe interpretarse en armonía con el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, salvo que exista una forma especial de contratación, como la prevista en el Decreto 092 de 2017.

LEY 2166 DE 2021 – Asociaciones de Juntas de Acción Comunal – Territorialidad – Alcance

Las Asociaciones de Juntas de Acción Comunal, como organismos de acción comunal de segundo grado, tienen la misma naturaleza jurídica de las Juntas de Acción Comunal. Su capacidad jurídica también está condicionada por la territorialidad, y su alcance se determina por el territorio que les corresponde según la ley y sus estatutos y por la territorialidad de los organismos de primer grado que las integran. El mayor ámbito territorial de una asociación no altera los demás presupuestos de su capacidad, como el objeto, la finalidad comunitaria y el límite de cuantía, ni constituye por sí mismo una causal de contratación directa.
LEY 1150 DE 2007 – Contratación directa – Capacidad jurídica – Diferencia
La capacidad jurídica es un atributo del sujeto que le permite ser parte de un negocio jurídico, conforme al artículo 6 de la Ley 80 de 1993. La modalidad de selección, en cambio, depende de la ley. Tratándose de la contratación directa, se requiere una causal expresa prevista en el numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 o en normas especiales de rango legal, que es de interpretación restrictiva por constituir una excepción al principio de selección objetiva. En consecuencia, el ordenamiento jurídico no contempla una causal de contratación directa fundada en la sola condición de Organismo de Acción Comunal del contratista.
LEY 136 DE 1994 – Convenios solidarios – Programas y actividades – Ejecución de obras – Diferencias
El convenio solidario para el desarrollo conjunto de programas y actividades, previsto en el numeral 16 del artículo 3 de la Ley 136 de 1994, y el convenio solidario para la ejecución de obras, regulado en el artículo 95 de la Ley 2166 de 2021, son figuras que se diferencian por su objeto y por sus reglas de selección. Solo el segundo cuenta con una autorización legal expresa de contratación directa con Organismos de Acción Comunal. El primero debe sujetarse a las reglas del Decreto 092 de 2017 o del Estatuto General de Contratación, según corresponda. En ambos casos opera el límite de menor cuantía derivado del literal f) del artículo 16 de la Ley 2166 de 2021.
DECRETO 092 DE 2017 – Convenios de asociación – Aporte del 30 % – Recursos en dinero
El artículo 96 de la Ley 489 de 1998 permite a las entidades estatales asociarse con personas jurídicas particulares, mediante convenios de asociación, para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas con los cometidos y funciones que les asigna la ley. El artículo 5 del Decreto 092 de 2017 reglamenta la celebración de estos convenios con entidades privadas sin ánimo de lucro de reconocida idoneidad.
Como lo ha precisado esta Agencia en la Guía para la contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad, el convenio de asociación deberá celebrarse mediante un proceso competitivo cuando el aporte de la entidad privada sin ánimo de lucro sea inferior al treinta por ciento (30 %) en dinero propio o de cooperación internacional. En consecuencia, para prescindir de dicho proceso, el aporte deberá efectuarse en dinero, de manera que los aportes en especie, como bienes, servicios, trabajo, voluntariado o capacidad instalada, aunque pueden integrar el convenio, no se computan para acreditar el porcentaje señalado. Si más de una entidad sin ánimo de lucro ofrece comprometer recursos en dinero en esa proporción, la entidad estatal deberá seleccionarla de forma objetiva, conforme al artículo 4 del mismo decreto. Adicionalmente, para que un Organismo de Acción Comunal pueda ser parte de un convenio de asociación, deberá acreditar la reconocida idoneidad y los demás requisitos previstos en el Decreto 092 de 2017, así como los límites de su capacidad jurídica derivados de la Ley 2166 de 2021, incluidos los de cuantía y territorialidad.
DECRETO 092 DE 2017 – Convenios solidarios y de colaboración – Contratos conmutativos – Criterios de distinción
La naturaleza de un negocio jurídico se determina por su contenido y no por su denominación. Un negocio cuyo verdadero objeto económico es que la entidad adquiera bienes o servicios para atender sus propias necesidades corresponde a un contrato estatal conmutativo, aun cuando se le denomine convenio. Para distinguirlo de un convenio genuinamente solidario o asociativo, la entidad deberá valorar, entre otros, los siguientes criterios: i) si el objeto corresponde a un programa o actividad de interés público previsto en el plan de desarrollo; ii) si existe una contraprestación directa en favor de la entidad; iii) si la organización aporta esfuerzos y recursos propios y de la comunidad, o se limita a proveer bienes y servicios a cambio de un precio; iv) si la entidad imparte instrucciones precisas para la ejecución; y v) si la organización actúa como ejecutora o como simple intermediaria entre la entidad y proveedores privados.
LEY 2166 DE 2021 – Organismos de Acción Comunal – Proceso de Contratación – Participación como oferente
Cuando el negocio corresponda a un contrato estatal conmutativo, su celebración se sujeta a la modalidad de selección que corresponda según el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 2015, de acuerdo con el objeto y la cuantía. Un Organismo de Acción Comunal podrá participar como oferente siempre que acredite lo siguiente: i) su existencia y representación legal, conforme al artículo 78 de la Ley 2166 de 2021; ii) su capacidad jurídica en cuanto a objeto, límite de cuantía y territorialidad; y iii) los requisitos habilitantes exigidos en los documentos del proceso, incluida la inscripción en el Registro Único de Proponentes cuando sea exigible.
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Señor
José David Ramírez Giraldo 
josedavidrg4@gmail.com
Bogotá D.C. 

                                   Concepto C-1439 del 2026
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	Radicación:               
	Respuesta a la consulta con radicado No. 1_2026_09_11_012190



Estimado señor Ramírez: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud del 11 de septiembre del 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“[…] A. CAPACIDAD PARA PRESTAR BIENES Y SERVICIOS

PRIMERO. ¿Cuál es el alcance actual de la facultad contemplada en el artículo 63 de la Ley 2166 de 2021 relativa a la vinculación de los organismos comunales al desarrollo y mejoramiento municipal mediante la prestación de bienes y servicios?

SEGUNDO. ¿Qué clases o categorías de bienes y servicios puede suministrar o prestar una Junta de Acción Comunal a una entidad territorial?

TERCERO. ¿Existe alguna limitación legal respecto de la naturaleza de los bienes o servicios que una Junta de Acción Comunal puede ofrecer a una entidad territorial, o dicha capacidad depende de su objeto, estatutos y capacidad jurídica, técnica, administrativa, financiera y organizacional?

CUARTO. ¿Puede una Junta de Acción Comunal prestar servicios diferentes a aquellos dirigidos exclusivamente a sus propios afiliados o habitantes de su barrio o vereda?

QUINTO. ¿Puede una Junta de Acción Comunal desarrollar actividades económicas, comerciales o de prestación de servicios complementarias a sus finalidades comunitarias y contratar dichos servicios con entidades estatales?

SEXTO. ¿Puede una Junta de Acción Comunal actuar como contratista de una entidad territorial para suministrar bienes o prestar servicios diferentes de la ejecución de obras públicas?

B. OPERACIÓN LOGÍSTICA INTEGRAL

SÉPTIMO. ¿Puede una Junta de Acción Comunal prestar a una entidad territorial servicios de OPERACIÓN LOGÍSTICA INTEGRAL?

OCTAVO. En caso afirmativo, ¿puede dicha operación comprender conjuntamente actividades tales como planeación y coordinación de eventos, tarimas, sonido, iluminación, carpas, mesas, sillas, transporte, alimentación, hospedaje, personal logístico, publicidad, producción, actividades artísticas y culturales, montaje, desmontaje, alquiler de equipos, suministro de elementos y demás componentes ordinariamente comprendidos dentro de una operación logística integral?

NOVENO. ¿Puede una Junta de Acción Comunal celebrar con un municipio un contrato cuyo objeto consista en la “prestación del servicio de operación logística integral para atender las necesidades de las diferentes secretarías, dependencias, programas, proyectos y eventos del Municipio durante una determinada vigencia”?

DÉCIMO. En otros términos, ¿puede una Junta de Acción Comunal asumir la LOGÍSTICA INTEGRAL DE LAS DIFERENTES NECESIDADES DE UN MUNICIPIO, incluyendo eventos institucionales, culturales, comunitarios, deportivos, recreativos y sociales desarrollados por sus distintas secretarías y dependencias?

DÉCIMO PRIMERO. ¿Existe alguna disposición del régimen de acción comunal que impida que una Junta de Acción Comunal atienda, mediante un mismo contrato, diferentes necesidades logísticas de una administración municipal?

DÉCIMO SEGUNDO. Si el contrato comprende la logística de fiestas tradicionales o populares, eventos culturales, deportivos, recreativos, institucionales y comunitarios, ¿la diversidad de actividades resulta compatible con la capacidad contractual de una Junta de Acción Comunal o debe existir una relación específica entre cada actividad contratada y las finalidades comunitarias de la organización?

DÉCIMO TERCERO. ¿Puede una Junta de Acción Comunal adquirir, alquilar o subcontratar con terceros los bienes y servicios necesarios para ejecutar una operación logística integral cuando no disponga directamente de todos los elementos necesarios?

DÉCIMO CUARTO. En caso afirmativo, ¿existe algún límite legal a dicha subcontratación y qué criterios permiten establecer cuándo la Junta ejecuta materialmente el contrato y cuándo actúa simplemente como intermediario entre la entidad territorial y proveedores privados?

DÉCIMO QUINTO. ¿Resulta jurídicamente admisible que una Junta de Acción Comunal que no sea propietaria de tarimas, equipos de sonido, iluminación, carpas, vehículos, mobiliario u otros elementos los alquile o contrate con terceros para cumplir las obligaciones asumidas frente al municipio?

DÉCIMO SEXTO. ¿La posibilidad de contratar bienes y servicios con terceros depende de que la Junta conserve directamente la dirección, coordinación y responsabilidad por la ejecución integral del objeto contractual?

C. TERRITORIALIDAD

DÉCIMO SÉPTIMO. ¿Cuál es el alcance jurídico del criterio de territorialidad de los organismos de acción comunal respecto de su capacidad contractual?

DÉCIMO OCTAVO. Cuando una Junta de Acción Comunal corresponde a una determinada vereda, barrio o sector de un municipio, ¿su capacidad para celebrar y ejecutar contratos se encuentra físicamente limitada a ese territorio?

DÉCIMO NOVENO. ¿Puede una Junta de Acción Comunal de un barrio o vereda celebrar un contrato con el respectivo municipio para prestar servicios que deban ejecutarse en diferentes barrios, veredas, corregimientos y sectores del territorio municipal?

VIGÉSIMO. Específicamente, ¿puede una Junta de Acción Comunal prestar la OPERACIÓN LOGÍSTICA INTEGRAL DE LOS DIFERENTES EVENTOS DE UN MUNICIPIO, aun cuando estos se desarrollen en lugares distintos del territorio específico del barrio, vereda o sector representado por esa Junta?

VIGÉSIMO PRIMERO. ¿Puede, por ejemplo, una JAC constituida en una determinada vereda prestar servicios logísticos para unas fiestas populares realizadas en la cabecera municipal?

VIGÉSIMO SEGUNDO. ¿Puede esa misma JAC prestar servicios logísticos para actividades que se desarrollen sucesivamente en diferentes veredas, corregimientos, barrios y en la cabecera del mismo municipio?

VIGÉSIMO TERCERO. ¿La territorialidad prevista en el régimen de acción comunal constituye:

a) una delimitación de la comunidad que integra y representa la organización;
b) una delimitación de sus finalidades y competencias comunitarias;
c) una restricción física de los lugares donde puede ejecutar contratos;
d) una limitación de su capacidad jurídica contractual; o
e) una combinación de las anteriores?

Se solicita precisar expresamente cuál es el alcance jurídico correcto conforme al régimen actualmente vigente.

VIGÉSIMO CUARTO. ¿Existe diferencia, para estos efectos, entre una Junta de Acción Comunal de primer grado y una Asociación de Juntas de Acción Comunal – ASOCOMUNAL cuyo ámbito territorial comprende el respectivo municipio?

VIGÉSIMO QUINTO. Si por razones de territorialidad una JAC de barrio o vereda estuviera limitada para prestar servicios en todo el territorio municipal, ¿podría una ASOCOMUNAL de ámbito municipal asumir la operación logística integral para las diferentes dependencias y eventos de ese municipio?

D. CONTRATACIÓN DIRECTA

VIGÉSIMO SEXTO. ¿La capacidad jurídica de una Junta de Acción Comunal para prestar bienes y servicios constituye por sí misma una habilitación para que una entidad territorial la contrate directamente?

VIGÉSIMO SÉPTIMO. ¿El artículo 63 de la Ley 2166 de 2021 constituye actualmente una habilitación autónoma para celebrar directamente contratos de prestación de bienes o servicios con organismos de acción comunal?

En caso negativo, se solicita precisar el efecto producido sobre dicha disposición por las modificaciones o derogatorias legislativas posteriores y cuál es actualmente el régimen aplicable.

VIGÉSIMO OCTAVO. ¿El numeral 16 del artículo 3 de la Ley 136 de 1994 constituye una habilitación para celebrar directamente convenios solidarios con organismos de acción comunal destinados al desarrollo conjunto de programas y actividades municipales?

VIGÉSIMO NOVENO. En caso afirmativo, ¿qué requisitos, límites, condiciones de cuantía y reglas de selección deben observarse?

TRIGÉSIMO. ¿Debe diferenciarse jurídicamente el convenio solidario para el “desarrollo conjunto de programas y actividades” contemplado en la Ley 136 de 1994 del convenio solidario para “ejecución de obras” regulado por el artículo 95 de la Ley 2166 de 2021?

TRIGÉSIMO PRIMERO. ¿La limitación correspondiente a la menor cuantía establecida para determinados convenios solidarios de obra resulta igualmente aplicable a los convenios destinados al desarrollo conjunto de programas y actividades?

TRIGÉSIMO SEGUNDO. ¿Puede celebrarse directamente con una Junta de Acción Comunal un convenio para desarrollar conjuntamente un programa cultural, comunitario, deportivo o recreativo previsto en el Plan de Desarrollo municipal cuando dentro de sus actividades se requiera contratar componentes logísticos?

TRIGÉSIMO TERCERO. ¿Qué criterios permiten distinguir entre:

a) un convenio solidario o de colaboración destinado al desarrollo conjunto de un programa municipal que incorpora componentes logísticos instrumentales; y
b) un contrato conmutativo cuyo verdadero objeto económico consiste en adquirir servicios de operación logística?

TRIGÉSIMO CUARTO. ¿Resultaría jurídicamente procedente celebrar directamente con una Junta de Acción Comunal un convenio cuyo objeto consista en:

“Aunar esfuerzos técnicos, administrativos, financieros, organizacionales y comunitarios para desarrollar conjuntamente el programa de promoción, preservación y fortalecimiento de las manifestaciones culturales y tradicionales del municipio mediante la realización de sus fiestas tradicionales”, cuando dentro del correspondiente plan de actividades se contemplen componentes logísticos necesarios para la realización de dichas fiestas?

TRIGÉSIMO QUINTO. ¿Cambiaría la respuesta si la entidad territorial aporta la totalidad o la mayor parte de los recursos económicos y la Junta aporta capacidad organizativa, bienes, servicios, trabajo comunitario, gestión, voluntariado u otros aportes en especie?

E. CONVENIOS DE ASOCIACIÓN

TRIGÉSIMO SEXTO. ¿Una Junta de Acción Comunal, atendiendo a su naturaleza de organización comunitaria sin ánimo de lucro, puede celebrar un convenio de asociación con una entidad territorial al amparo del artículo 96 de la Ley 489 de 1998 y del artículo 5 del Decreto 092 de 2017?

TRIGÉSIMO SÉPTIMO. Si la Junta compromete recursos propios en dinero equivalentes o superiores al treinta por ciento (30 %) del valor total del convenio, ¿puede celebrarse el convenio sin adelantar proceso competitivo?

TRIGÉSIMO OCTAVO. ¿El aporte del treinta por ciento (30 %) requerido para exceptuar el proceso competitivo debe efectuarse exclusivamente en dinero o pueden contabilizarse aportes en especie, trabajo comunitario, voluntariado, bienes, servicios o capacidad instalada?

TRIGÉSIMO NOVENO. Si existen varias Juntas, ASOCOMUNALES u otras entidades sin ánimo de lucro que manifiestan estar en capacidad de efectuar dicho aporte, ¿qué procedimiento debe adelantar la entidad territorial para garantizar la selección objetiva?

F. SUPUESTO HIPOTÉTICO CONCRETO

Con el propósito exclusivo de obtener una orientación jurídica general y evitar que la consulta sea respondida únicamente en términos abstractos, se plantea el siguiente supuesto:

Un municipio pretende contratar durante una vigencia la LOGÍSTICA INTEGRAL necesaria para desarrollar las diferentes actividades contempladas en su Plan de Desarrollo.

La necesidad comprende fiestas tradicionales y populares, eventos culturales, actividades deportivas y recreativas, jornadas comunitarias, eventos institucionales, actividades sociales y demás eventos desarrollados por sus diferentes secretarías y dependencias.

La operación requiere, dependiendo de cada evento, tarimas, sonido, iluminación, carpas, mesas, sillas, transporte, alimentación, hospedaje, personal operativo, producción, publicidad, montaje, desmontaje y demás componentes logísticos necesarios.

En el municipio existe una Junta de Acción Comunal legalmente constituida e interesada en ejecutar estas actividades. Su ámbito territorial corresponde a una determinada vereda o barrio, pero las actividades objeto del eventual contrato se desarrollarían en diferentes lugares del municipio, incluida la cabecera municipal y otras veredas o barrios.

Con fundamento en este supuesto se consulta:

CUADRAGÉSIMO. ¿Puede jurídicamente dicha Junta de Acción Comunal contratar y ejecutar la operación logística integral descrita?

CUADRAGÉSIMO PRIMERO. ¿Puede atender mediante un solo contrato las necesidades logísticas de las diferentes secretarías, programas, proyectos y eventos municipales durante una determinada vigencia?

CUADRAGÉSIMO SEGUNDO. ¿Puede ejecutar tales servicios en todo el territorio municipal pese a que su ámbito territorial corresponda específicamente a una determinada vereda o barrio?

CUADRAGÉSIMO TERCERO. ¿Puede la entidad territorial escoger directamente dicha Junta de Acción Comunal para ejecutar esa operación logística integral?

CUADRAGÉSIMO CUARTO. En caso afirmativo, ¿cuál es específicamente la disposición legal que permite prescindir de un procedimiento competitivo, cuál sería la tipología del contrato o convenio y cuáles son los requisitos que deben acreditarse?

CUADRAGÉSIMO QUINTO. Si no existe causal de contratación directa para la operación logística integral descrita, ¿puede la Junta participar como oferente en el procedimiento de selección correspondiente y qué requisitos particulares derivados de su naturaleza jurídica deben verificarse?

CUADRAGÉSIMO SEXTO. ¿Cambiarían las respuestas anteriores si, en lugar de una Junta de Acción Comunal de primer grado, el eventual contratista fuera una ASOCIACIÓN DE JUNTAS DE ACCIÓN COMUNAL – ASOCOMUNAL cuyo ámbito territorial comprenda todo el municipio?

CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO. ¿Cambiarían las respuestas si, en lugar de contratar la logística de todos los eventos municipales durante la vigencia, el objeto contractual se limitara exclusivamente a la organización y ejecución de las fiestas tradicionales o populares del municipio?

CUADRAGÉSIMO OCTAVO. Finalmente, ¿existe actualmente alguna disposición legal o reglamentaria que permita a una entidad territorial contratar DIRECTAMENTE con una Junta de Acción Comunal la prestación de servicios de operación logística integral por la sola circunstancia de tratarse de un organismo de acción comunal?

En caso afirmativo, se solicita identificar expresamente la disposición normativa habilitante, los límites de cuantía, objeto, territorialidad y demás requisitos correspondientes.

IV. SOLICITUD DE PRONUNCIAMIENTO EXPRESO

Atendiendo a la finalidad preventiva y de orientación jurídica de esta consulta, respetuosamente solicito que en la respuesta se diferencien expresamente:

1. La capacidad jurídica de las Juntas de Acción Comunal para suministrar bienes y prestar servicios.
2. Los tipos o categorías de bienes y servicios que pueden prestar.
3. La posibilidad de desarrollar operaciones logísticas integrales.
4. La posibilidad de atender mediante un mismo contrato diferentes eventos, programas y dependencias de una administración municipal.
5. El alcance de la territorialidad de las Juntas de Acción Comunal respecto de la ejecución de contratos.
6. Las diferencias existentes entre una JAC y una ASOCOMUNAL respecto de su ámbito territorial.
7. La diferencia entre tener capacidad jurídica para contratar y existir una causal legal que permita la contratación directa.
8. Los convenios solidarios para programas y actividades y los convenios solidarios para ejecución de obras.
9. Los convenios de asociación regulados por el artículo 96 de la Ley 489 de 1998 y el Decreto 092 de 2017.
10. Los contratos estatales conmutativos cuyo objeto corresponde a la adquisición de servicios de operación logística.
11. El alcance actualmente vigente de los artículos 63 y 95 de la Ley 2166 de 2021.
12. Las disposiciones legales o reglamentarias que, de existir, permiten prescindir de un procedimiento competitivo en cada una de las hipótesis consultadas.

V. PETICIONES

PRIMERO. Emitir concepto jurídico respecto de cada uno de los interrogantes formulados.

SEGUNDO. Identificar las disposiciones legales y reglamentarias actualmente vigentes aplicables a las hipótesis planteadas.

TERCERO. Precisar expresamente si una Junta de Acción Comunal puede prestar servicios de operación logística integral a una entidad territorial y cuáles son los límites jurídicos de dicha actividad.

CUARTO. Precisar si una Junta de Acción Comunal puede atender la logística integral de las diferentes necesidades, dependencias y eventos de un municipio durante una vigencia.

QUINTO. Precisar el alcance de la territorialidad de las Juntas de Acción Comunal y determinar si una Junta cuyo ámbito corresponde a una vereda, barrio o sector puede ejecutar contratos que comprendan actividades en todo el territorio municipal.

SEXTO. Precisar si una ASOCOMUNAL presenta una situación jurídica diferente frente a la posibilidad de ejecutar servicios en todo el territorio municipal.

SÉPTIMO. Precisar en qué eventos una entidad territorial puede celebrar directamente un contrato o convenio con una Junta de Acción Comunal para prestación de servicios y cuál es, en cada caso, la norma específica que autoriza prescindir de un procedimiento competitivo.

OCTAVO. Indicar los conceptos previamente expedidos por la Agencia que resulten aplicables, particularmente aquellos relacionados con territorialidad de organismos comunales, prestación de bienes y servicios, convenios solidarios, operación logística, convenios de asociación y contratación directa.

NOVENO. Precisar los criterios jurídicos que permitan distinguir un convenio genuinamente asociativo o solidario de un contrato estatal conmutativo para la adquisición de servicios.

La presente consulta se formula en términos generales y abstractos, con el propósito de conocer la interpretación del régimen jurídico de contratación pública aplicable y prevenir eventuales irregularidades en la estructuración de procesos contractuales, sin pretender obtener un pronunciamiento sobre la legalidad de un proceso contractual específico.
[…]”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta.  

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Cuál es el alcance de la capacidad jurídica y contractual de los Organismos de Acción Comunal para suministrar bienes y prestar servicios a las entidades estatales, y cuál es el alcance del artículo 63 de la Ley 2166 de 2021? (preguntas primera a sexta); ii) ¿Pueden los Organismos de Acción Comunal asumir objetos contractuales relacionados con la prestación de servicios de operación logística, atender con un mismo contrato diversas necesidades de una entidad territorial y subcontratar con terceros los bienes y servicios requeridos? (preguntas séptima a décima sexta); iii) ¿Cuál es el alcance del criterio de territorialidad de los Organismos de Acción Comunal frente a su capacidad contractual y qué efectos produce sobre su capacidad para ejecutar contratos y actividades en territorios distintos a aquellos respecto de los cuales ejercen representación comunitaria, así como si existen diferencia entre una Junta de Acción Comunal y una Asociación de Juntas de Acción Comunal? (preguntas décima séptima a vigésima quinta); iv) ¿La capacidad jurídica de un Organismo de Acción Comunal constituye una causal que habilite su contratación directa por parte de las entidades estatales y cuáles son los regímenes de convenios solidarios y de asociación celebrados con este tipo de organizaciones? ¿En que casos se permite prescindir de un procedimiento competitivo en el marco de estas tipologías contractuales? (preguntas vigésima sexta a trigésima segunda y trigésima sexta a trigésima novena); y v) ¿Qué criterios permiten distinguir un convenio genuinamente solidario o asociativo de un contrato estatal conmutativo? (preguntas trigésima tercera a trigésima quinta y cuadragésima a cuadragésima octava).

2. Respuesta:

	[bookmark: _Hlk171067516]i) En primer lugar, los Organismos de Acción Comunal son personas jurídicas sin ánimo de lucro, de naturaleza solidaria, cuya capacidad jurídica para contratar con el Estado no es general ni ilimitada, sino que se encuentra definida y condicionada por la ley que los regula. En efecto, el literal f) del artículo 16 de la Ley 2166 de 2021 los faculta para celebrar contratos con entidades del Estado, empresas públicas y privadas del orden internacional, nacional, departamental, distrital, municipal y local, hasta por la menor cuantía, “con el fin de impulsar planes, programas y proyectos acordes con los planes comunales y comunitarios de desarrollo territorial”. Por su parte, el artículo 63 de la Ley 2166 de 2021 permite que estos organismos se vinculen al desarrollo y mejoramiento municipal mediante la participación en el ejercicio de las funciones, la prestación de bienes y servicios o la ejecución de obras públicas a cargo de la administración central o descentralizada.
De lo anterior se desprende que la ley no contiene un listado taxativo de clases o categorías de bienes y servicios que un Organismo de Acción Comunal puede suministrar o prestar. Su capacidad, en todo caso, se determina por la concurrencia de los siguientes elementos: a) su objeto y estatutos; b) la finalidad comunitaria que la ley le asigna, esto es, el impulso de planes, programas y proyectos acordes con los planes comunales y comunitarios de desarrollo; c) el límite de cuantía previsto en el literal f) del artículo 16 de la Ley 2166 de 2021; d) la territorialidad dentro de la cual desarrolla sus actividades, conforme al artículo 9 de la misma ley; y e) las condiciones técnicas, administrativas, financieras y organizacionales que la entidad estatal exija en el respectivo Proceso de Contratación. Así, la posibilidad de que un Organismo de Acción Comunal desarrolle actividades económicas o de prestación de servicios y las ofrezca a entidades estatales —incluso distintas a la ejecución de obras— no se encuentra proscrita de manera general, siempre que tales actividades sean instrumentales a su finalidad comunitaria y se ejecuten dentro de los límites señalados, sin que ello implique desnaturalizar su carácter de organización sin ánimo de lucro.
Conviene precisar que la existencia de capacidad jurídica para celebrar contratos o convenios con entidades estatales no implica que un Organismo de Acción Comunal se encuentre habilitado automáticamente para ejecutar cualquier objeto contractual. Corresponde a la entidad estatal verificar, durante la etapa de planeación, que el organismo cuenta con las condiciones técnicas, administrativas, operativas, financieras y organizacionales necesarias para cumplir las obligaciones derivadas del negocio jurídico que pretende celebrarse. En este sentido, la capacidad jurídica constituye un presupuesto para contratar, pero no sustituye la acreditación de la idoneidad y de la capacidad real de ejecución que resulten exigibles para el cumplimiento del objeto específico.
Ahora bien, el artículo 63 de la Ley 2166 de 2021 no constituye, por sí mismo, una habilitación autónoma para la contratación directa. Como lo ha sostenido esta Agencia, dicha disposición remite en su inciso primero al artículo 141 de la Ley 136 de 1994, según el cual los contratos o convenios que se celebren en desarrollo de esta vinculación se sujetan a lo dispuesto en los artículos 375 a 378 del Decreto 1333 de 1986 y en la Ley 80 de 1993, de manera que debe interpretarse armónicamente con estas normas y con los parágrafos tercero y quinto del artículo 3 de la Ley 136 de 1994, aplicando el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, salvo que exista una forma especial de contratación, como la prevista en el Decreto 092 de 2017.

ii) En segundo lugar, frente a la operación logística, el régimen de acción comunal no contiene una disposición que, de manera expresa, prohíba a un Organismo de Acción Comunal prestar servicios logísticos ni que impida atender, mediante un mismo contrato, distintas necesidades de una administración territorial. No obstante, la procedencia de que un Organismo de Acción Comunal asuma un objeto de esta naturaleza no se deriva de la ausencia de prohibición, sino del cumplimiento de los límites de su capacidad jurídica antes descritos, entre ellos, que el objeto guarde relación con sus estatutos y con su finalidad comunitaria, que no supere la menor cuantía de la entidad y que su ejecución se circunscriba a la territorialidad del organismo. En consecuencia, cuanto más amplio sea el objeto, en número de dependencias, eventos, componentes y lugares de ejecución, mayor será la dificultad para que este se ajuste a dichos límites, y corresponde a cada entidad, en ejercicio del principio de planeación, verificar esa correspondencia al estructurar el Proceso de Contratación, así como definir si la necesidad se atiende mediante un solo contrato o mediante lotes o contratos independientes.
Respecto a la subcontratación o el alquiler de bienes y servicios con terceros, debe distinguirse según la tipología del negocio jurídico. En los contratos estatales conmutativos, la posibilidad de subcontratar se rige por lo pactado en el contrato y en los documentos del proceso, sin que el contratista se libere de su responsabilidad por la ejecución integral del objeto frente a la entidad. En cambio, en los convenios solidarios y en los convenios celebrados al amparo del artículo 355 de la Constitución Política, la esencia del negocio es la complementación o el aporte de esfuerzos propios de la organización y de la comunidad; por ello, como lo ha señalado esta Agencia, quedan excluidos de esta figura aquellos objetos cuya naturaleza corresponda a la de un contrato estatal típico, como sucede cuando la organización actúa únicamente como proveedor o intermediario entre la entidad y terceros.
En consecuencia, desde una perspectiva general, no existe una prohibición legal que impida a un Organismo de Acción Comunal asumir obligaciones relacionadas con actividades logísticas. Sin embargo, la viabilidad jurídica de cada contratación dependerá de que el objeto concreto resulte compatible con la capacidad jurídica, la finalidad comunitaria, la territorialidad, los límites de cuantía y las condiciones organizacionales del respectivo organismo, así como de la modalidad contractual aplicable conforme al ordenamiento jurídico.
Asimismo, el hecho de que un Organismo de Acción Comunal requiera contratar con terceros determinados bienes o servicios necesarios para la ejecución del objeto contractual no implica, por sí mismo, que actúe como un simple intermediario. No obstante, cuando la participación del organismo se limite sustancialmente a trasladar recursos públicos a proveedores privados o a servir de canal para la adquisición de bienes o servicios ejecutados íntegramente por terceros, la entidad deberá analizar si realmente existe una ejecución material por parte de la organización comunal o si, por el contrario, se está utilizando una estructura asociativa para atender una necesidad que corresponde a un contrato estatal de naturaleza conmutativa.
En todo caso, la posibilidad de acudir a terceros para la ejecución de determinadas actividades se encuentra condicionada por lo pactado en el contrato o convenio respectivo y por la naturaleza de las obligaciones asumidas. Por ello, cuando la ejecución directa de una determinada actividad constituya un elemento esencial de la selección del contratista o responda a las condiciones particulares de idoneidad valoradas por la entidad estatal, su traslado a terceros deberá analizarse con especial rigor. En cualquier caso, la celebración de contratos con terceros no exonera al Organismo de Acción Comunal de la responsabilidad integral por la correcta ejecución de las obligaciones asumidas frente a la entidad estatal.

iii) En tercer lugar, frente a la territorialidad, el artículo 9 de la Ley 2166 de 2021 dispone que “cada organismo de acción comunal desarrollará sus actividades dentro de un territorio delimitado”. En la línea sostenida por esta Agencia, por la naturaleza jurídica de estos organismos y la incidencia que en ellos tiene el principio de participación, la territorialidad no se reduce a delimitar la comunidad que el organismo integra y representa, sino que se proyecta sobre su capacidad jurídica: los Organismos de Acción Comunal encuentran limitada su capacidad con relación a la territorialidad de la comunidad a la cual pertenecen y representan, y solo en ella pueden desarrollar sus actividades, pues solo así se garantiza una verdadera participación de la comunidad en la formulación, ejecución y administración de planes, programas y proyectos en su territorio. De este modo, resultaría contrario al principio de participación que un Organismo de Acción Comunal ejecutara contratos o convenios en sitios donde no tiene representación participativa. En otras palabras, la territorialidad opera como una delimitación de la comunidad representada y de las finalidades comunitarias del organismo que, a su vez, condiciona su capacidad jurídica contractual y, por esa vía, los lugares de ejecución de los negocios que celebre.
En este contexto, la territorialidad no constituye únicamente un criterio geográfico de ubicación física del Organismo de Acción Comunal, sino un elemento estructural de su naturaleza jurídica, pues delimita la comunidad respecto de la cual se ejerce la representación y participación comunitaria. Por esta razón, la valoración sobre la procedencia de una determinada actuación contractual debe considerar no solo el lugar donde se ejecutan materialmente las actividades, sino también la relación existente entre dichas actividades y la comunidad que integra y representa el respectivo organismo comunal.
En el caso de los Organismos de Acción Comunal de segundo grado, Asociaciones de Juntas de Acción Comunal, su capacidad se encuentra igualmente condicionada por la territorialidad, pero su alcance se determina conforme al territorio que les corresponde según la ley y sus estatutos y a la territorialidad de los organismos de primer grado que la fundaron o que se afilien a ella. Por tanto, la diferencia entre una Junta de Acción Comunal y una Asociación de Juntas de Acción Comunal radica en la extensión del ámbito territorial dentro del cual pueden actuar, sin que el grado asociativo modifique los demás límites de su capacidad, objeto, finalidad comunitaria y cuantía, ni constituya, por sí mismo, una causal de contratación directa.

iv) En cuarto lugar, debe diferenciarse la capacidad jurídica para contratar de la existencia de una causal que habilite prescindir de un procedimiento competitivo. La capacidad es un atributo del sujeto que le permite ser parte de un negocio jurídico; la modalidad de selección, en cambio, depende de la ley y, tratándose de la contratación directa, de una causal expresa, cuya interpretación es restrictiva por constituir una excepción a la regla general de selección objetiva. En consecuencia, la sola circunstancia de tratarse de un Organismo de Acción Comunal no habilita a una Entidad Estatal para contratarlo directamente.
En ese orden, y conforme a la doctrina de esta Agencia, en la actualidad existen tres regímenes para la celebración de convenios solidarios con Organismos de Acción Comunal: a) el previsto en el parágrafo cuarto del artículo 3 de la Ley 136 de 1994, el artículo 95 de la Ley 2166 de 2021 y el artículo 2.2.15.1.2. del Decreto 1082 de 2015, que habilita la contratación directa siempre que el objeto consista únicamente en la ejecución de obras, el valor no supere la menor cuantía de la entidad y se vincule como personal de ejecución a los habitantes de la comunidad; b) el previsto en el Decreto 092 de 2017, que desarrolla el artículo 355 de la Constitución Política y que, en concordancia con el numeral 16 y el parágrafo tercero del artículo 3 de la Ley 136 de 1994, permite celebrar convenios para el impulso de programas y actividades de interés público acordes con el plan de desarrollo, siempre que no reflejen relaciones conmutativas ni la entidad imparta instrucciones precisas, y con sujeción al límite de menor cuantía previsto en el literal f) del artículo 16 de la Ley 2166 de 2021; y c) el derivado de los parágrafos tercero y quinto del artículo 3 de la Ley 136 de 1994, el artículo 141 de la misma ley y el artículo 63 de la Ley 2166 de 2021, que se rige por los artículos 375 a 378 del Decreto 1333 de 1986 y el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.
Así las cosas, el numeral 16 del artículo 3 de la Ley 136 de 1994 habilita la figura del convenio solidario para el desarrollo conjunto de programas y actividades, pero no contiene por sí mismo una regla de selección que permita prescindir del procedimiento competitivo; la selección del cooperante deberá adelantarse conforme al Decreto 092 de 2017 o, en su defecto, al Estatuto General de Contratación. Este convenio debe diferenciarse del convenio solidario para la ejecución de obras del artículo 95 de la Ley 2166 de 2021, que constituye el único régimen que contiene una habilitación legal expresa para la contratación directa de convenios solidarios cuyo objeto consiste en la ejecución de obras con Organismos de Acción Comunal. En todo caso, el límite de la menor cuantía resulta aplicable a ambos, en la medida en que el literal f) del artículo 16 de la Ley 2166 de 2021 lo establece como límite general de la capacidad contractual de estos organismos.
Respecto a los convenios de asociación, los Organismos de Acción Comunal, en tanto personas jurídicas sin ánimo de lucro, pueden ser parte de los convenios previstos en el artículo 96 de la Ley 489 de 1998, cuya celebración se rige por el artículo 5 del Decreto 092 de 2017, siempre que se cumplan los requisitos de este y los límites de capacidad antes señalados. Conforme a dicha disposición, la entidad puede prescindir del proceso competitivo cuando la entidad sin ánimo de lucro comprometa recursos en dinero en una proporción no inferior al treinta por ciento (30 %) del valor total del convenio; los aportes en especie, trabajo comunitario, voluntariado, bienes, servicios o capacidad instalada pueden pactarse, pero no se contabilizan para efectos de acreditar dicho porcentaje. Si más de una entidad sin ánimo de lucro ofrece comprometer recursos en dinero en esa proporción, la entidad estatal deberá seleccionarla de forma objetiva, mediante un proceso competitivo, en los términos del citado artículo 5 y del artículo 4 del Decreto 092 de 2017.

v) Finalmente, la naturaleza de un negocio jurídico se determina por su contenido y no por su denominación. En consecuencia, para distinguir un convenio solidario o de colaboración que incorpora componentes logísticos instrumentales de un contrato conmutativo cuyo objeto es la adquisición de servicios de operación logística, la entidad deberá valorar, entre otros, los siguientes criterios: a) si el objeto corresponde a un programa o actividad de interés público previsto en el plan de desarrollo, o si, por el contrario, consiste en la satisfacción de una necesidad de funcionamiento de la entidad; b) si existe una contraprestación directa en favor de la entidad, esto es, si esta recibe un bien o servicio para su propio provecho; c) si la organización aporta esfuerzos, recursos o capacidades propias y de la comunidad, o se limita a proveer bienes y servicios a cambio de un precio; d) si la entidad imparte instrucciones precisas para la ejecución; e) si la organización actúa como ejecutora del programa o únicamente como intermediaria entre la entidad y proveedores privados; y f) si el objeto guarda relación con la finalidad comunitaria y la territorialidad del organismo. Cuando el verdadero objeto económico del negocio consista en adquirir servicios logísticos para la entidad, este corresponderá a un contrato estatal conmutativo, cuya celebración debe sujetarse a la modalidad de selección que corresponda según el Estatuto General de Contratación, sin perjuicio de que un Organismo de Acción Comunal pueda participar como oferente si acredita su capacidad jurídica en los términos expuestos y los requisitos habilitantes exigidos en los documentos del proceso.
Estas mismas reglas resultan aplicables con independencia de que el objeto se refiera a la totalidad de las necesidades logísticas de una entidad durante una vigencia o se limite a una actividad específica, como fiestas tradicionales o populares, pues lo determinante no es la extensión del objeto sino su naturaleza, la existencia de una causal legal que permita prescindir del procedimiento competitivo y el respeto de los límites de capacidad de la organización. En ese sentido, no existe una disposición legal o reglamentaria que permita a una entidad territorial contratar directamente con un Organismo de Acción Comunal la prestación de servicios de operación logística por la sola circunstancia de tratarse de un organismo de acción comunal.
La naturaleza jurídica de un negocio celebrado entre una entidad estatal y un Organismo de Acción Comunal depende de su contenido material y de las obligaciones efectivamente asumidas por las partes, y no de la denominación utilizada en el documento contractual. En consecuencia, la utilización de expresiones como “convenio solidario”, “convenio de asociación” o “convenio de colaboración” no modifica la naturaleza jurídica del negocio cuando este corresponde sustancialmente a la adquisición de bienes o servicios a cambio de una contraprestación económica.
Por esta razón, la sola incorporación de componentes culturales, comunitarios, recreativos, deportivos o tradicionales dentro del objeto contractual no transforma automáticamente un contrato de prestación de servicios logísticos en un convenio solidario o asociativo, cuando el contenido económico predominante del negocio continúe siendo la adquisición de bienes o servicios destinados a satisfacer necesidades de la entidad estatal.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.



3. Razones de la respuesta:

La respuesta anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i) La Ley 136 de 1994 introdujo un tipo especial de contratación cuyo objetivo consiste en la celebración de convenios solidarios, definido en el parágrafo tercero del artículo 3 como “la complementación de esfuerzos institucionales, comunitarios, económicos y sociales para la construcción de obras y la satisfacción de necesidades y aspiraciones de las comunidades”. En este sentido, reiterando la tesis expuesta por esta Agencia en el Concepto C-140 de abril de 2020, el artículo tercero de la Ley 136 de 1994, modificado por la Ley 1551 de 2012, determinó, en una primera instancia, tres (3) alternativas mediante las cuales las entidades territoriales pueden celebrar convenios solidarios con las Juntas de Acción Comunal, las cuales se enlistan a continuación:
i) En primer lugar, las entidades territoriales del orden municipal o distrital pueden celebrar convenios solidarios con Juntas de Acción Comunal “[…] para el desarrollo conjunto de programas y actividades establecidas por la Ley a los municipios y distritos, acorde con sus planes y desarrollos”[footnoteRef:1]. [1:  El numeral 16 del artículo tercero de la Ley 136 de 1994 dispone lo siguiente: “[…] 16. En concordancia con lo establecido en el artículo 355 de la Constitución Política, los municipios y distritos podrán celebrar convenios solidarios con: los cabildos, las autoridades y organizaciones indígenas, los organismos de acción comunal y demás organizaciones civiles y asociaciones residentes en el territorio, para el desarrollo conjunto de programas y actividades establecidas por la Ley a los municipios y distritos, acorde con sus planes de desarrollo […]”.] 

ii) En segundo lugar, existe la opción, establecida en el parágrafo cuarto de la norma en cita, consistente en que las entidades territoriales del orden departamental y municipal podrán celebrar directamente convenios solidarios con juntas de acción comunal para la ejecución de obras hasta por la mínima cuantía. 
iii) En tercer lugar, la Ley 1955 de 2019 introdujo un quinto parágrafo al artículo tercero, mediante el cual se permite la celebración de convenios solidarios en aras de ejecutar proyectos previstos en el Plan Nacional de Desarrollo. 
Existen características generales aplicables a la celebración de cualquier convenio solidario que se encuentran presentes en los tres regímenes de contratación expuestos y que están contenidas en el parágrafo tercero del artículo 3 de la Ley 136 de 1994, en consonancia con el artículo 355 de la Constitución Política. En ese sentido, debe tenerse en cuenta que todos los convenios solidarios celebrados deben, en primer lugar, satisfacer las necesidades y aspiraciones de las comunidades, en segundo lugar, deben estar encaminados a la satisfacción del interés público, y finalmente, ser concordantes con el Plan Nacional o los planes seccionales de desarrollo, según el caso. 
Posteriormente, con la expedición de la Ley 2166 de 2021, se presentan modificaciones para la celebración de convenios solidarios con Organismos de Acción Comunal. En primer lugar, el artículo 95 de dicha ley contempló la celebración directa de convenios solidarios entre Organismos de Acción Comunal y “los entes territoriales del orden Nacional, Departamental, Distrital y municipal”. Según se evidencia, esta norma desarrolla las siguientes reglas:
i) Las “entidades territoriales del orden Nacional, Departamental, Distrital y municipal” y los Organismos de Acción Comunal podrán celebrar directamente convenios solidarios, es decir, la modalidad de contratación establecida para este caso es la contratación directa. Para el efecto, debe tenerse en cuenta la clasificación que realiza el artículo 7 de la Ley 2166 de 2021 de los Organismos de Acción Comunal, de manera que la celebración de estos convenios puede realizarse con cualquiera de los Organismos de Acción Comunal allí contemplados, pues la norma se refiere de forma general a los Organismos de Acción Comunal[footnoteRef:2].   [2:  “Artículo 7. Organismos de la Acción Comunal.
a) Son organismos de acción comunal de primer grado las juntas de acción comunal y las juntas de vivienda comunal. La junta de acción comunal es una organización cívica, social y comunitaria de gestión social, sin ánimo de lucro, de naturaleza solidaria, con personería jurídica y patrimonio propio, integrada voluntariamente por los residentes de un lugar que aúnan esfuerzos y recursos para procurar un desarrollo integral, sostenible y sustentable con fundamento en el ejercicio de la democracia participativa;
b) La junta de vivienda comunal es una organización cívica sin ánimo de lucro, integrada por familias que se reúnen con el propósito de adelantar programas de mejoramiento o de autoconstrucción de vivienda. Una vez concluido el programa, la junta de vivienda comunal se podrá asimilar a la Junta de Acción Comunal definida en el presente artículo, siempre y cuando cumpla los requisitos dispuestos en la ley;
c) Es organismo de acción comunal de segundo grado la asociación de juntas de acción comunal. Tienen la misma naturaleza jurídica de las juntas de acción comunal y se constituye con los organismos de primer grado fundadores y los que posteriormente se afilien;
d) Es organismo de acción comunal de tercer grado la federación de acción comunal tiene la misma naturaleza jurídica de las juntas de acción comunal y se constituye con los organismos de acción comunal de segundo grado fundadores y que posteriormente se afilien;
e) Es organismo de acción comunal de cuarto grado, la confederación nacional de acción comunal tiene la misma naturaleza jurídica de las juntas de acción comunal y se constituye con los organismos de acción comunal de tercer grado fundadores y que posteriormente se afilien.
PARÁGRAFO 1o. Cada organismo de acción comunal, se dará su propio reglamento conforme al marco brindado por esta ley enunciado en el artículo 1 y las normas que le sucedan.
PARÁGRAFO 2o. Dentro del año siguiente a la expedición de la presente Ley en concertación con la organización social de la Acción Comunal, el Gobierno nacional expedirá una reglamentación para las Juntas de Vivienda Comunal”.
] 

ii) Estos convenios solidarios deben tener por objeto únicamente la ejecución de obras. Esto significa que no pueden desarrollarse otros objetos distintos a la obra con fundamento en este artículo. 
iii) El convenio solidario tiene un límite consistente en que no podrá exceder la menor cuantía de la entidad. Por tanto, los sujetos señalados en la norma están facultados para celebrar estos convenios por la mínima o la menor cuantía de la entidad, para lo cual se atenderá lo previsto en el literal b) del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 para determinar el tope de la menor cuantía de la Entidad Estatal. 
iv) Para la ejecución de las obras se establece el deber de contratar con los habitantes de la comunidad.
v) En el valor total del convenio la entidad podrá incluir los costos directos, los costos administrativos y el subsidio al dignatario representante legal para transportes de que trata el literal c) del artículo 38 de la Ley 2166 de 2021. Estos costos deberán incluirse en el ejercicio de planeación que realice la entidad y estar debidamente justificados. 
vi) Las entidades deberán contar con personal técnico y administrativo-contable para apoyar y supervisar a los Organismos de Acción Comunal durante la ejecución de las obras. De acuerdo con el parágrafo 2 del artículo 95 de la Ley 2166 de 2021, para garantizar este personal de apoyo las Entidades Estatales deben contar con unos recursos adicionales a los comprendidos dentro del valor del Convenio Solidario.
Como se observa, el artículo 95 de la Ley 2166 de 2021 determinó la celebración por contratación directa de convenios solidarios. Este régimen de contratación, como se explicó, ya se había contemplado inicialmente en el parágrafo 4 del artículo 3 de la Ley 136 de 1994. Sin embargo, el contenido del artículo 95 es más amplio en relación con los sujetos, la cuantía del contrato y la ejecución de dichos convenios. En efecto, el artículo 95 incluye a los “entes territoriales del orden Nacional, Departamental, Distrital y municipal” y a los “Organismos de Acción Comunal”. Es decir, conforme a esta Ley podrán celebrar convenios solidarios directamente no solo los entes territoriales del orden departamental, municipal y distrital sino también las entidades del orden nacional y se podrán celebrar con todos los Organismos de Acción Comunal y no únicamente con las Juntas de Acción Comunal. Además, se amplía la cuantía de los convenios permitiendo que se contraten hasta por la menor cuantía y no solo por la mínima cuantía.
En relación con los sujetos, es importante señalar que, aunque la norma de forma imprecisa incluye como parte de los “entes territoriales” a las entidades del orden nacional[footnoteRef:3], a nuestro juicio su intención no es otra que incluir a las entidades del orden nacional dentro de los sujetos que pueden celebrar estos convenios solidarios con los Organismos de Acción Comunal. [3:  El artículo 286 de la Constitución política de Colombia señala que “Son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas”.] 

En segundo lugar, el artículo 63 de la Ley 2166 de 2021, contempló otra modificación importante sobre la celebración de convenios solidarios, pues en virtud de este artículo, los Organismos de Acción Comunal cuentan con la posibilidad de vincularse al desarrollo y mejoramiento municipal mediante la participación en el ejercicio de las funciones, la prestación de servicios o la ejecución de obras públicas a cargo de la administración central o descentralizada.
Es necesario tener en cuenta que esta disposición contempla supuestos distintos al establecido en el artículo 95 de la Ley 2166 de 2021. En efecto, el parágrafo 2 del artículo 63 ibidem permite la celebración de convenios solidarios con Organismos de Acción Comunal con la finalidad de que estos se vinculen al desarrollo y mejoramiento municipal mediante: i) su participación en el ejercicio de sus funciones, ii) la prestación de bienes y servicios o iii) la ejecución de obras públicas cargo de la administración central o descentralizada, todos estos objetos contractuales hasta por la menor cuantía de la Entidad. Además, con fundamento en este artículo, las entidades del orden nacional, departamental, distrital, local y municipal y los Organismos de Acción Comunal podrán ejecutar los proyectos incluidos en el respectivo Plan Nacional de Desarrollo o para la ejecución de los proyectos derivados del Acuerdo Final de Paz, como lo son, los Programas de Desarrollo con Enfoque territorial o los Planes de Acción para la Transformación Regional (PATR) o la Hoja de Ruta Única. Como se observa, la norma señalada contempla diversos objetos para la celebración de convenios solidarios, mientras que en contraste el artículo 95 de la Ley 2166 de 2021 permite la ejecución de obras.
Aunado a lo anterior, para la celebración de dichos convenios el inciso primero del citado artículo 63 remite al artículo 141 de la Ley 136 de 1994, en virtud del cual “Los contratos o convenios que se celebren en desarrollo del artículo anterior, se sujetarán a lo dispuesto por los artículos 375 a 378 del Decreto 1333 de 1986 y la Ley 80 de 1993”. En este sentido, y retomando las consideraciones de los conceptos de esta Agencia, lo anterior implica que los convenios solidarios que se celebren con fundamento el artículo 63 de la Ley 2166 de 2021 deben interpretarse armónicamente con el artículo 141 de la Ley 136 de 1994 y los parágrafos tercero y quinto del artículo tercero de la Ley 136 de 1994, por lo que podrán aplicarse lo dispuesto en los artículos 375 a 378 del Decreto 1333 de 1986 y el EGCAP, salvo que exista otra forma especial de contratación como puede ser la consagrada en el Decreto 092 de 2017 para la ejecución de programas.
En ese orden, y a efectos de brindar claridad sobre los fundamentos jurídicos para la celebración de los convenios solidarios, debe tenerse en cuenta que en la actualidad existen tres regímenes a saber: 
El primer régimen encuentra su fundamento en el parágrafo cuarto del artículo 3 de la Ley 136 de 1994, el artículo 95 de la Ley 2166 de 2021 y el artículo 15 del Decreto 142 de 2023 que adicionó el artículo 2.2.15.1.2. del Decreto 1082 de 2015.  Este primer régimen determina una sub-regla de contratación prevalente por su especificidad, la cual requiere que concurran los siguientes requisitos: i) que las partes intervinientes sean, por un lado, entidades de orden nacional, departamental, distrital o municipal y, por otro, Organismos de Acción Comunal; ii) que el objeto contractual consista únicamente en la ejecución de obras; y, iii) que el contrato no supere la menor cuantía. De concurrir las anteriores circunstancias, la norma autoriza la contratación directa entre dichas entidades y el respectivo Organismo de Acción Comunal, previamente legalizada y reconocida ante los organismos competentes. En todo caso, esta contratación debe tomar como personal para la ejecución de la obra a los habitantes de la comunidad. 
Un segundo régimen o modalidad de contratación se encuentra prevista en el Decreto 092 de 2017. Este decreto desarrolla, en términos generales, la contratación autorizada por el artículo 355 de la Constitución Política, la cual, en concordancia con el numeral 16 y el parágrafo tercero del artículo 3 de la Ley 136 de 1994, puede manifestarse a través de convenios solidarios.  
En este sentido, el régimen especial y preferente previsto en el Decreto 092 de 2017 para la celebración de convenios solidarios será aplicable cuando se reúnan los siguientes requisitos: i) que las partes intervinientes sean, de un lado, entidades territoriales del orden nacional, departamental, distrital o municipal y, de otro, Organismos de Acción Comunal de reconocida idoneidad; ii) que el objeto del contrato esté dirigido al impulso de programas y actividades de interés público acordes con el plan de desarrollo aplicable; iii) que el contrato, no refleje relaciones conmutativas que impliquen contraprestaciones para la entidad del Estado; iv) que la entidad del Estado no imparta instrucciones precisas para la ejecución del objeto convenido; y, v) en virtud del literal f) del artículo 16 de la Ley 2166 de 2021, su cuantía no puede ser superior a la menor cuantía.
Por último, en armonía con la modificación realizada por la Ley 1955 de 2019 y la Ley 2200 de 2022, se presenta un tercer régimen, que encuentra su fundamento en los parágrafos tercero y quinto del artículo tercero de la Ley 136 de 1994, que deben interpretarse armónicamente con lo dispuesto en el artículo 141 de la precitada Ley y el artículo 63 de la Ley 2166 de 2021. En virtud de tales disposiciones normativas, los Organismos de Acción Comunal cuentan con la posibilidad de vincularse al desarrollo y mejoramiento municipal y departamental, mediante la participación en el ejercicio de las funciones o la ejecución de obras. Para el caso de la vinculación en el desarrollo municipal, la norma también contempló la prestación de servicios públicos, sin embargo, hay que tener en cuenta que para que estos Organismos de Acción Comunal puedan intervenir en la prestación de servicios públicos requiere de autorización expresa de los Concejos Municipales y Asambleas Departamentales en virtud de lo consagrado en el artículo 22 del Decreto 19 de 1958.
Realizadas las anteriores precisiones sobre los convenios solidarios y para brindar respuesta a la consulta elevada, se hace necesario realizar un análisis sobre la naturaleza jurídica de los Organismos de Acción Comunal y su actividad contractual con el estado, para lo cual debe tenerse de presente que el artículo 38 de la Constitución Política, estableció la obligación de “garantizar el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad”, en aras de contar con una sociedad civil más participativa. De igual forma, los artículos 103 y 355 superior permitieron que las organizaciones civiles previstas por el constituyente no solamente puedan ejercer una labor de vigilancia y control, sino que también se prevé su intervención en la actividad estatal. Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-580 de 2001, realizó un análisis del desarrollo comunitario de los Organismos de Acción Comunal, concluyendo que su proceso social va de la mano con la acción participativa de la comunidad, en tanto que impulsa al individuo a involucrarse en su contexto detectando necesidades de su comunidad y ayudando a solucionarlas[footnoteRef:4]. [4:  Corte Constitucional, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, en sentencia C 580 del 6 de junio de 2001, Exp O.P.047.
] 

Con la expedición de la Ley 2166 de 2021 se derogó la Ley 743 de 2002, mediante la cual se desarrolla el artículo 38 de la Constitución Política de Colombia en lo referente a los Organismos de Acción Comunal y se establecen lineamientos para la formulación e implementación de la política pública de los Organismos de Acción Comunal y de sus afiliados. De acuerdo con el artículo 1 de la Ley 2166 de 2021, esta tiene como objeto “promover, facilitar, estructurar y fortalecer la organización democrática, moderna, participativa y representativa de la acción comunal en sus respectivos grados asociativos y, a la vez, pretende establecer un marco jurídico para sus relaciones con el Estado y con los particulares, así como para el cabal ejercicio de derechos y deberes”. 
Es así como, en desarrollo del principio de participación, el artículo 7 de la Ley 2166 de 2021 definió cuatro grados de Organismos de Acción Comunal. En el primer grado clasificó a las Juntas de Acción Comunal y las Juntas de Vivienda Comunal. Las primeras de ellas fueron definidas como “una organización cívica, social y comunitaria de gestión social, sin ánimo de lucro, de naturaleza solidaria, con personería jurídica y patrimonio propio (…)”, que se encuentra integrada voluntariamente por los residentes de un lugar que aúnan esfuerzos y recursos para “procurar un desarrollo integral, sostenible y sustentable con fundamento en el ejercicio de la democracia participativa.”. Por su parte, las Juntas de Vivienda Comunal, fueron definidas como “una organización cívica sin ánimo de lucro, integrada por familias que se reúnen con el propósito de adelantar programas de mejoramiento o de autoconstrucción de vivienda” y una vez concluido el programa se podrán asimilar a una Junta de Acción Comunal, siempre y cuando cumplan los requisitos de Ley.
En el segundo grado de los Organismos de Acción Comunal se clasificó a las Asociaciones de Juntas de Acción Comunal, indicando que tienen la misma naturaleza jurídica de las Juntas de Acción Comunal y se constituyen por los organismos de primer grado fundadores, esto es, por las Juntas de Acción Comunal o por las Juntas de Vivienda Comunal y los que posteriormente se afilien a ella.
En el tercer grado, el artículo 7 de la Ley 2166 de 2021 ubicó a la Federación de la Acción Comunal, constituida por los organismos de segundo grado y en cuarto grado al Confederación Nacional de Acción comunal, constituido por los organismos de tercer grado y que posteriormente se afilien.
En desarrollo de ese ejercicio democrático, el artículo 16 ibidem dispuso como funciones de los Organismos de Acción Comunal promover y fortalecer en el individuo, el sentido de pertenencia frente a su comunidad, localidad, distrito o municipio a través del ejercicio de la democracia participativa, y en virtud a ello generar procesos comunitarios como la formulación, ejecución y administración, entre otros, de planes, programas y proyectos de desarrollo comunitario, por lo que se encuentran facultadas para celebrar contratos con entidades del estado, empresas públicas y privadas del orden internacional, nacional, departamental, distrital, municipal y local, hasta de menor cuantía, con el fin de impulsar planes, programas y proyectos acordes con los planes comunales y comunitarios de desarrollo territorial.
De igual forma, la Corte Constitucional en sentencia C-126 de 2016 señaló que la Junta de Acción Comunal constituye una gran oportunidad, para que sus miembros no solo puedan colaborar en la promoción del desarrollo económico y en la realización de pequeñas y medianas obras públicas, sino que además es una oportunidad para desarrollar habilidades administrativas y de gestión en su comunidad[footnoteRef:5]. [5:  Corte Constitucional, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, en sentencia C 126 del 9 de marzo de 2016, Exp D-10894] 

Ahora bien, para la celebración de convenios solidarios con Entidades Estatales, cada Organismo de Acción Comunal debe acreditar su existencia y representación legal en los términos del artículo 78 de la Ley 2166 de 2021[footnoteRef:6], lo que implica observar su capacidad jurídica, la cual se verá condicionada por la territorialidad a la cual pertenecen las Juntas de Acción Comunal o las Juntas de Vivienda Comunal, y en el caso de los Organismos de Acción Comunal de segundo grado y siguientes, está verá condicionado su alcance conforme a la territorialidad a la cual pertenecen sus fundadores. [6:  El artículo citado dispone que “Los organismos de acción comunal a que se refiere esta ley, formarán una persona distinta de sus miembros individualmente considerados, a partir de su registro ante la entidad que ejerce su inspección, vigilancia y control.
Sus estatutos y sus reformas, los nombramientos y elección de dignatarios, los libros y la disolución y liquidación de las personas jurídicas de que trata esta ley, se inscribirán ante las entidades que ejercen su inspección, vigilancia y control.
La existencia y representación legal de las personas jurídicas a que se refiere esta ley se aprobarán con la certificación expedida por la entidad competente para la realización del registro”.
Dicha norma debe entenderse en concordancia con el artículo 74 de la Ley 2166 de 2021, pues también prescribe lo siguiente: “Existen dos niveles de autoridades que ejercen vigilancia, inspección y control sobre los organismos comunales, de acuerdo al grado al que pertenezcan:
a) Primer nivel: lo ejerce Ministerio del Interior, sobre los organismos comunales de tercer y cuarto grado.
b) Segundo nivel: lo ejercen los Departamentos, Distritos y Municipios, a través de las dependencias a las que se le asignen dichas funciones sobre los organismos comunales de primer y segundo grado”.] 

En ese sentido, por la naturaleza jurídica y la incidencia que en ellas tiene el principio de participación, los Organismos de Acción Comunal encuentran limitada su capacidad jurídica con relación a la territorialidad de la comunidad a la cual pertenecen y representan, y sólo en ella podrán desarrollar sus actividades, pues sólo así se garantizaría una verdadera participación de la comunidad en la formulación, ejecución y administración de planes, programas y proyectos en su territorio, por lo que resultaría contrario al principio de participación que los Organismos de Acción Comunal pudieran ejecutar contratos en sitios donde no tienen representación participativa. De esta forma, el desarrollo normativo que trajo consigo la Ley 2166 de 2021 con el objetivo de promover, facilitar, estructurar y fortalecer la organización democrática, moderna, participativa y representativa de la acción comunal en sus respectivos grados asociativos, dispuso en su artículo 9 que “cada organismo de acción comunal desarrollará sus actividades dentro de un territorio delimitado”.

ii) Hechas las precisiones sobre los convenios solidarios y sus regímenes, conviene referirse a los convenios de asociación previstos en el artículo 96 de la Ley 489 de 1998 y en el artículo 5 del Decreto 092 de 2017, en atención a la consulta formulada.
El artículo 96 de la Ley 489 de 1998 permite a las Entidades Estatales asociarse con personas jurídicas particulares, mediante la celebración de convenios de asociación, para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas con los cometidos y funciones que les asigna la ley. Por su parte, el artículo 5 del Decreto 092 de 2017 reglamenta la celebración de estos convenios con entidades privadas sin ánimo de lucro de reconocida idoneidad. Esa norma establece como regla general que la selección de la entidad sin ánimo de lucro se adelante mediante un proceso competitivo. La excepción es que dicha entidad comprometa recursos en dinero en una proporción no inferior al treinta por ciento (30 %) del valor total del convenio.
No obstante, aun en este último supuesto, si más de una entidad sin ánimo de lucro ofrece comprometer recursos en dinero en la proporción señalada, la entidad estatal deberá seleccionar de forma objetiva a aquella con la cual celebrará el convenio, conforme a lo previsto en el artículo 4 del mismo decreto.
Como lo ha precisado esta Agencia en la Guía para la contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad, el convenio de asociación deberá celebrarse mediante un proceso competitivo cuando el aporte de la entidad privada sin ánimo de lucro sea inferior al treinta por ciento (30%) en dinero propio o de cooperación internacional. En consecuencia, para prescindir de dicho proceso, el aporte deberá efectuarse en dinero, de manera que los aportes en especie, como bienes, servicios, trabajo, voluntariado o capacidad instalada, aunque pueden integrar el convenio, no se computan para acreditar el porcentaje señalado. Adicionalmente, para que un Organismo de Acción Comunal pueda ser parte de un convenio de asociación, deberá acreditar la reconocida idoneidad y los demás requisitos previstos en el Decreto 092 de 2017, así como los límites de su capacidad jurídica derivados de la Ley 2166 de 2021, incluidos los de cuantía y territorialidad.
iii) Por último y respecto a la distinción entre los convenios asociativos o solidarios y los contratos conmutativos, el artículo 355 de la Constitución Política prohíbe a las ramas u órganos del poder público decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado, y permite a los gobiernos nacional, departamentales, distritales y municipales celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar programas y actividades de interés público acordes con los planes de desarrollo. El artículo 2 del Decreto 092 de 2017 excluye de este régimen, entre otros, los contratos que impliquen una contraprestación directa a favor de la Entidad Estatal, esto es, aquellos en los que esta adquiere bienes o servicios para su propio uso o beneficio, y aquellos en los que la entidad imparta instrucciones precisas al contratista para cumplir con el objeto.
En consecuencia, un negocio cuyo verdadero objeto económico consiste en que la entidad adquiera servicios para la atención de sus propias necesidades, como la operación logística de los eventos institucionales de sus dependencias, corresponde, en principio, a un contrato estatal conmutativo, aun cuando se le denomine convenio, pues la naturaleza del negocio jurídico se determina por su contenido y no por su denominación. Por el contrario, un convenio genuinamente solidario o asociativo supone que la organización y la entidad aúnan esfuerzos para ejecutar un programa o actividad de interés público, previsto en el plan de desarrollo, en beneficio de la comunidad, en el que los componentes logísticos, de existir, tienen carácter instrumental y no constituyen la finalidad del negocio. La valoración de estos elementos corresponde a la entidad estatal en la etapa de planeación de cada Proceso de Contratación.
Cuando el negocio corresponda a un contrato conmutativo, su celebración se sujetará a la modalidad de selección que corresponda conforme al artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 y al Decreto 1082 de 2015, de acuerdo con el objeto y la cuantía, y un Organismo de Acción Comunal podrá participar como oferente siempre que acredite su capacidad jurídica, existencia y representación legal, objeto, límite de cuantía y territorialidad, y cumpla los requisitos habilitantes previstos en los documentos del proceso.
En síntesis: (i) los Organismos de Acción Comunal tienen capacidad jurídica para celebrar contratos y convenios con entidades estatales dentro de los límites establecidos por la Ley 2166 de 2021; (ii) dicha capacidad no constituye una causal autónoma de contratación directa; (iii) la prestación de bienes, servicios y actividades logísticas no se encuentra prohibida de manera general, pero debe ser compatible con la finalidad comunitaria, la capacidad del organismo y los límites legales aplicables; (iv) la territorialidad constituye un elemento que condiciona su actuación jurídica y comunitaria; y (v) la procedencia de convenios solidarios o asociativos depende de que el negocio conserve su naturaleza colaborativa y no corresponda realmente a la adquisición de bienes o servicios mediante un contrato estatal conmutativo.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de 1991, artículos 38, 103, 286 y 355.
· Ley 80 de 1993, artículo 6.
· Ley 136 de 1994, artículos 3 (numeral 16 y parágrafos 3, 4 y 5) y 141.
· Ley 489 de 1998, artículo 96.
· Ley 1150 de 2007, artículos 2 y 6.
· Ley 2166 de 2021, artículos 1, 7, 9, 16, 38, 63, 74, 78 y 95.
· Decreto 19 de 1958, artículo 22.
· Decreto 1333 de 1986, artículos 375 a 378.
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.15.1.2.
· Decreto 092 de 2017, artículos 2, 4 y 5.
· Decreto 142 de 2023, artículo 15.
· Corte Constitucional, sentencia C-580 del 6 de junio de 2001, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, Exp. O.P. 047.
· Corte Constitucional, sentencia C-126 del 9 de marzo de 2016, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, Exp. D-10894.
· Guía para la celebración de Convenios Solidarios disponible para consulta en el siguiente enlace: Guía para la celebración de Convenios Solidarios disponible 
· Guía para la contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad disponible para consulta en el siguiente enlace: Guía para la contratación con entidades sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad 



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre los convenios solidarios, su alcance y su régimen contractual, esta Subdirección se ha referido en los Conceptos Nro. C-730 del 3 de noviembre de 2022, C-740 del 31 de octubre de 2022, C-940 del 29 de diciembre de 2022, C-971 del 28 de febrero de 2023, C-972 del 8 de febrero de 2023 y C-068 del 9 de marzo de 2023, C-384 del 22 de septiembre del 2023, C-469 del 5 de febrero de 2024, C-020 del 23 de febrero de 2024, C-057 del 26 de Abril de 2024, C-025 del 21 de febrero de 2025, C-027 del 30 de enero de 2025, C-051 del 3 de mayo de 2024 y C-210 del 6 de marzo de 2025 y C-428 del 07 de mayo del 2025, C-1336 del 27 de octubre del 2025, C-451 del 30 de abril del 2026 y C-1384 del 13 de octubre del 2026, entre otros.

Por otro lado, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha referido al régimen contractual de las ESAL con fundamento en el Decreto 092 de 2017 en los conceptos 4201912000008310 del 26 de diciembre de 2019, 4201912000007899 del 27 de diciembre de 2019, 4201912000007901 del 27 de diciembre de 2019, C-070 04 de marzo de 2020, C-094 del 04 de marzo de 2020, C-086 del 16 de marzo de 2020, C-594 del 7 de septiembre de 2020, C-670 del 22 de noviembre de 2020, C-689 del 1 de diciembre de 2020, C-724 de 14 de diciembre de 2020, C-364 de 26 de julio de 2021, C-379 de 20 de julio de 2021, C-537 del 27 de septiembre de 2021,  C-021 del 22 de febrero de 2022, C-236 del 27 de abril de 2022, C-273 del 6 de mayo de 2022, C-274 del 6 de mayo de 2022, C-291 del 18 de mayo de 2022, C-550 del 31 de agosto de 2022, C-560 del 7 de septiembre de 2022, C-853 del 9 de diciembre de 2022, C-351 del 6 de octubre de 2023, , C-064 del 24 de abril de 2024, C-080 del 7 de mayo de 2024, C-281 del 29 de octubre de 2024, C-957 del 17 de diciembre de 2024, C-875 del 13 de agosto de 2025, C-1384 del 5 de noviembre de 2025, C-337 del 12 de marzo del 2026 y C-830 del 18 de junio del 2026, entre otros. 

Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual. Accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/ 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: ]
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